SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°006 

                                              RADICACIÓN:     660012204000 2018 00025-01 


  ACCIONANTE:EMPRESA DE ACUEDUCTO DE PEREIRA
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 20 de febrero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela –Improcedente 
Radicación Nro. :

660012204000 2018 00025-01
Accionante: 
EMPRESA DE ACUEDUCTO DE PEREIRA
Accionado:
JUZGADO 6º PENAL CIRCUITO – JUZGADO 6º PENAL MUNICIPAL

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD EXPEDIENTE MENOR DE EDAD / DEBE ACREDITARSE PARENTESCO / INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS DEL DERECHO DE PETICIÓN / IMPIDE RESPUESTA / En el asunto sometido a estudio, en consonancia con lo concluido por el juez de primer nivel, no advierte la Colegiatura que por parte de la accionada se haya afectado el derecho de petición del que es titular el señor AGUDELO LÓPEZ, pues si bien a la fecha dicha entidad no ha dado respuesta al requerimiento efectuado por él, ello obedece a que la solicitud presentada no cumple con los presupuestos del artículo 16 de la Ley 1755/15, por cuanto no explicó cuál era el objeto y las razones en las que se fundamenta su solicitud. Si bien el accionante manifestó en su petición ser el padre de la adolescente de cuyo expediente solicita copia, esa mera circunstancia no era suficiente para que la institución accediera a su pedido, ya que debía demostrar que en efecto tiene un parentesco con la menor y la razón por la cual requiere esa documentación.

Lo antes mencionado, tal cual así lo refirió el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), comporta predicar que no existe legitimación por activa en virtud del poder judicial, en cuanto para que la señora LAURA MARIANA MARÍN CORTÉS pueda actuar como apoderada de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S. E.S.P. se requiere que sea abogada titulada con tarjeta profesional y hasta el momento no ostenta tal calidad. En consecuencia, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala no queda alternativa diferente que denegar por improcedente el amparo reclamado. 

                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
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                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N° 164
                                                   Hora:8:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderada por la  EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA contra los Juzgados Sexto Penal del Circuito y Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso.

2.- SOLICITUD 
Por parte de quien funge como apoderada de la referida empresa estatal, se indicó lo siguiente: (i) en octubre 31 de 2017 se tramitó ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), acción de tutela en su contra, que fuera presentada por el señor CARLOS ENRIQUE GONZÁLEZ CASTAÑEDA, radicada al N° 2017-346; (ii) en esa misma fecha el referido juzgado procedió a efectuar la notificación del auto admisorio a los siguientes correos atencionalusuarioperpereira@gmail.com y notificacionesjudiciales@aguasyaguas.com.co, los cuales no son los indicados por la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO para efectos de notificaciones judiciales; (iii) la entidad no tuvo oportunidad de ejercer su derecho a la defensa, ya que los correos a los cuales se envió la comunicación no son los correctos y por ende nunca tuvo conocimiento de la tutela; (iv) en noviembre 14 de 2017 se profirió fallo, donde se negaron las pretensiones del actor y la notificación fue enviada a iguales correos; (v) con ocasión de la impugnación interpuesta por el actor, el trámite correspondió al Juzgado Sexto Penal del Circuito, donde se dictó sentencia en enero 11 de 2018, por la cual se revocó el fallo inicial y se amparó el derecho reclamado; (vi) solo hasta la sentencia de segunda instancia la empresa se enteró del trámite, ya que la notificación se hizo por radicación en las instalaciones de la empresa; (vii) al percatarse de tal situación, se elevó petición en enero 17 de 2018 ante el Juzgado de primera instancia donde se le comunicó la inconsistencia observada y se pidió que se adoptaran las medidas pertinentes, lo cual fue contestado por oficio de enero 23, donde se indicó que la solicitud se envió al ad quem, sin dársele trámite a la petición incoada, ya que l juzgado de segunda instancia no se ha pronunciado formalmente; (viii) el correo de la entidad para notificaciones judiciales es notificacionjudicial@aguasyaguas.com.co, y (ix) por memorando de enero 24 de 2018 la secretaría general requirió a la subgerencia comercial para que diera cumplimiento a lo ordenado por el juzgado de segunda instancia, quien especifica que la Subgerencia de Operaciones es la encargada de dar trámite al fallo constitucional, y la cual rinde concepto de febrero 8 de 2018 sobre la especificación y requerimientos que se necesitan para acceder al sistema de acueducto y alcantarillado de la ciudad.

Pide en consecuencia se tutele el derecho fundamental al debido proceso para que se ordene  a los juzgados accionados  sanear el procedimiento realizado dentro de la acción de tutela radicada al N° 2017-346, por indebida notificación.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación dispuso la vinculación de los Juzgados Sexto Penal del Circuito y Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, del señor CARLOS ENRIQUE GONZÁLEZ CASTAÑEDA y del agente del ministerio público que allí intervino, quienes así se pronunciaron:

3.1.- El Juez Sexto Penal del Circuito  de Pereira,  expresa lo siguiente: (i) la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S. E.S.P., actuó mediante poder conferido a quien solo le ha sido expedida una licencia temporal de abogada, por lo cual no cuenta con derecho de postulación para representar a dicha empresa, y por ende no debe dársele trámite o ser denegada; (ii) señala que con ocasión de la sentencia de segunda instancia proferida en enero 11 de 2018 se revocó el fallo del Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías y se procedió al amparo de los derechos al agua potable y vida digna invocados por el señor CARLOS ENRIQUE GONZÁLEZ, por lo cual se libró el oficio 001 de esa misma fecha dirigido a la referida empresa, siendo entregado al día siguiente; (iii) en enero 23 de 2018 el secretario general de la entidad accionada allegó escrito donde manifiesta que la dirección electrónica donde se le realizaron las notificaciones en primera instancia no es la correcta y no conoció oportunamente la tutela ni ejerció el derecho a su defensa, por lo cual se dispuso dejar una constancia secretarial en el expediente de lo ocurrido en primera instancia y se advierte que en atención al principio de que no le es dado al juez revocar sus propias decisiones, no era posible adoptar determinación alguna, por encontrarse en firme la sentencia de segunda instancia; (iv) el cuaderno original se remitió a la Corte Constitucional para que si lo considera pertinente adopte las medidas que corresponda, dejándose constancia en una contra-carátula en el sentido que se observe la lo plasmado a folio 85 del expediente, y (v) debe declararse improcedente la acción al no existir vulneración de derechos fundamentales, al no cumplirse el requisito de subsidiariedad, ya que el accionado puede solicitar a la Corte la nulidad de lo actuado, o que disponga la integración del contradictorio.

3.2.- El señor CARLOS ENRIQUE GONZÁLEZ CASTAÑEDA, informa que no es cierto que la empresa Aguas y Aguas de Pereira careciera de conocimiento sobre la tutela, pues de manera verbal los notificó de la misma, lo que hizo ante el Dr. Santacoloma, al cual le indicó el Juzgado donde la radicó e igualmente en el acápite de notificaciones señaló la dirección de la empresa, esto es Carrera 10 Nro. 17-55 de Pereira. Agrega que le causa extrañez que la apoderada de Aguas y Aguas considere vulnerado el debido proceso, pero guarda silencio ante el quebrantamiento de los derechos de una comunidad de 35 personas que no cuentan con el suministro de agua potable y cobran por un servicio sin prestarlo.
3.3- Por parte de las demás personas vinculadas, se guardó absoluto silencio. 
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de quien funge como apoderada de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA, se carece de legitimación para actuar en nombre de la entidad accionante, al no poseer la condición de abogada titulada. En caso contrario, se ingresará en el estudio de fondo del asunto, con miras a determinar si fue vulnerado el derecho al debido proceso de la accionante.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Carta Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Aun así y no obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos, y es claro que en principio debe ser formulada directamente por el afectado o en su defecto por un apoderado.

Si bien en este caso se observa que la entidad le confirió poder a la señora LAURA MARIANA MARÍN CORTÉS, quien la interpuso en nombre de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S. E.S.P., se aprecia que la misma actúa en virtud de una licencia temporal, lo que quiere decir que carece de título profesional de abogada y por lo tanto de tarjeta profesional.  
Lo anterior significa, ni más ni menos, que quien actúa en virtud del derecho de postulación no es una profesional del derecho habilitada con tarjeta profesional, sino una estudiante a la que por haber terminado sus materias se le ha concedido una licencia temporal, y en esos eventos la ley ha señalado de forma específica en qué procesos pueden intervenir, entre los cuales no está enlistada la acción de tutela
.

Al respecto, mírese lo que la jurisprudencia constitucional ha referido al respecto en la Sentencia T-995/08
:

“La Corte en reiterados fallos ha señalado los elementos del apoderamiento en materia de tutela
, así: (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito; (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico; (iii) el referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial; en este sentido (iv) el poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial; (iv) el destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.” Negrillas y  subrayado de la Sala
Igualmente, ha sido enfática la jurisprudencia constitucional al señalar unas reglas para determinar la legitimación en la causa por activa en materia de tutelas.  Así por ejemplo, en la sentencia T-083/16 se dijo:

“6. La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.
 
7. Respecto a las calidades del tercero fijadas en la última regla, en esa misma providencia de unificación, esta Corporación especificó: a) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra, el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo
; b) como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Art. 10 del Decreto 2591 de 1991); y c) el Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso
”. -negrillas de la Sala-
Ello para reiterar lo que desde otrora el Alto Tribunal Constitucional ha indicado, en el sentido que quien: “en materia de tutela actúa en virtud de un mandato judicial debe acreditar que es abogado titulado en ejercicio y que le ha sido otorgado un poder especial para incoar la acción. De lo contrario, el juez de conocimiento deberá rechazarla o, en el evento en que ya se hubiere iniciado la actuación, denegarla mediante sentencia” 
. –negrillas de la Sala-

Lo antes mencionado, tal cual así lo refirió el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), comporta predicar que no existe legitimación por activa en virtud del poder judicial, en cuanto para que la señora LAURA MARIANA MARÍN CORTÉS pueda actuar como apoderada de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S. E.S.P. se requiere que sea abogada titulada con tarjeta profesional y hasta el momento no ostenta tal calidad. En consecuencia, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala no queda alternativa diferente que denegar por improcedente el amparo reclamado. 

Como quiera entonces que la Sala no estudiará de fondo la situación planteada por la entidad accionante, una vez se suplan las falencias echadas de menos en este asunto, bien podrá interponerse una nueva acción constitucional, ya sea por intermedio de un apoderado judicial, que deberá ser un abogado titulado, ora de manera directa por el representante legal de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA., como así lo tiene establecido la jurisprudencia constitucional.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S. E.S.P., por falta de legitimación por activa.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� El artículo 31 del Decreto 196 de 1971 “Estatuto del Ejercicio de la Abogacía” dispone: La persona que haya terminado y aprobado los estudios reglamentarios de derecho en universidad oficialmente reconocida podrá ejercer la profesión de abogado sin haber obtenido el título respectivo, hasta por dos años improrrogables, a partir de la fecha de terminación de sus estudios, en los siguientes asuntos: a). En la instrucción criminal y en los procesos penales, civiles y laborales de que conozcan en primera o única instancia los jueces municipales o laborales, en segunda, los de circuito y, en ambas instancias, en los de competencia de los jueces de distrito penal aduanero; b). De oficio, como apoderado o defensor en los procesos penales en general, salvo para sustentar el recurso de casación y, c) En las actuaciones y procesos que se surtan ante los funcionarios de policía.  


� Reiterado, entre otras, en la sentencia T-417 de 2013.


� Ver entre otras las sentencia T-531 de 2002 y T-552 de 2006. Se omitieron los demás notas de página que allí se reseñaron.


� En cuanto a las exigencias para ser apoderado judicial, consultar la Sentencia T-531 de 2002. 


� Al respecto, ver Auto 030 de 1996.


� Sentencia T-1020 de 2003, reiterada en Sentencia T-644 de 2011.
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